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EL NUEVO PÉG/MEN
PLIJITOS F CAUSAS, como revista forense, no pueda 

tener ideología alguna, en cuestiones políticas, que parhcular7nenta 

quedan reservadas para quienes la redactan.
PLPIPOS Y CAUSAS, saluda con verdadera emoción la 

llegada de hombres nuevos g capacitados, deseando solamente que su 
programa sea cumplido en bien de los intereses españoles g sobre todo 
los que concierne^i a la Justicia, tínica base de la vida de los pueblos 
civilizados. Y al desear ese acierto, sólo propugna la tranquilidad de 

los espíritus con la paz g el engrandecimiento de Pspaña.

* * *

Nos honramos con la amistad particula^^ de algunos meritisimoe. 

componentes del nuevo Gobiemio.
A todus ellos g mug especialmente a los señores Alcalá Zammm, 

Purgúete, Galarza, Ossorio, Vergara, Cordón g Franco, ,enviamos 
nuestra sincera -enhorabuena, co^t el inmejorable deseo de. su eæitq 
en los difíciles cargos que ostentan por voluntad de la Facwn.
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2 Pleitos Y Causas

LA VOZ DE LA JUSTICIA

( Conclusion}

CONSIDERANDO: Que esta certificación coincidente en esencia con la 
ya acompañada a la demanda expedida por la misma Jefatura del Distrito 
Forestal y a que se alude en el número primero del cuarto Considerando 
de esta Sentencia o a la que la representación demandante concede deci­
sivo valor para el éxito de sus pretensiones, no viene en todo caso a acre­
ditar otra cosa que el hecho de que el Alonte fué inventariado como de los 
exceptuados de venta y como perteneciente a los indicados pueblos, pero 
sabido es que el catálogo o inventario de los montes es un registro de ca­
rácter administrativo que no prejuzga ni menos atribuye la propiedad, 
sino el derecho posesorio a favor cíe la entidad que en el figure, según así 
lo tiene declarado el Tribunal Supremo en su sentencia de 22 de noviem­
bre de 1910 y lo consignan expresamente el Real Decreto de 1.® de febrero 
de 1901, el artículo segundo de las Instrucciones aprobadas por Real De­
creto de 17 de octubre de 1925 y la propia ley de montes.

CONSIDERANDO: Que si bien el dominio y demás derechos reales so­
bre bienes inmuebles, se gana por la prescripción extraordinaria de los 
treinta años, conforme el artículo mil novecientos cincuenta y nueve del 
Código Civil, prescripción que también se invoca en la demanda como 
título de dominio no cabe apreciar éste en el caso presente, como tampoco 
fué apreciada por el Juez a quo^ en atención a que la prueba de testigos 
practicada a tal respecto, además de no concretar con la precisión necesa­
ria el tiempo de la posesión y que fuera en concepto de dueño, y de refe­
rirse más que a la posesión y disfrute total al pastoreo de ganados y corta 
de leña (tal prueba mirada por la propia ley con cierta prevención y que 
sujeta por ello se halla desvirtuada y contradicha por la de igual clase de 
la otra parte y pugna en cierto modo con los hechos alegados—primero o 
tercero de la demanda—de que los aprovechamientos se hicieron mediante 
licencias concedidas al efecto y que el uionte fuera exceptuado de venta y 
cedido por el Estado a los pueblos.

CONSIDERANDO: Que si bajo el aspecto examinado de la falta del 
justo y legítimo título de dominio, se_ impone por imperio de la ley y de la 
jurisprudencia la desestimación de la demanda, tampoco ésta podría pros­
perar, aun supuesta la justificación de la propiedad, por no resultar suficien­
temente identificadas las parcelas objeto de la reivindicación, cuyo requi­
sito, juntamente con el título y el hecho de la detentación es esencial a 
toda acción reivindicatoría, y no es bastante para tenerlo por cumplido el 
que en la demanda y plano se describa y delimite la totalidad del segundo 
lote del monte y que dentro de él se encuentren los terrenos detentados, 
y leconocido por la certificación del Distrito Forestal y por el propio de­
mandante que dentro de este segundo lote existen veinticinco hectáreas y 
noventa áreas de propiedad particular y aceptando la acción reivindicato­
ría^ eomo no podía menos, sólo a. las parcelas o trozo roturados y labrados 
por los demandados y no a la totalidad del monte, era absolutamente ne­
cesario fijar y describir con toda precisión y detalle esa parte de terreno 
roturada por los demandados, determinando igualmente la parcela corres­
pondiente a cada uno, a fin de evitar toda posible confusión entre unas y 
otras y sobre todo con las pertenecientes a personas extrañas al litigio; 
y al no haber hecho en tal forma ni demostrado durante el juicio cuáles 
sean concretamente los terrenos demandados, tal omisión enerva por com­
pleto la acción ejercitada, máxime teniendo en consideración, como debe 
tenerse, el dictamen del perito Ingeniero nombrado por ambas partes en
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El !rU Eiipre^ Justicia dice;
Obligaciones y contratos-Cunnplimiento de aquellas 

Sentencia de 27 de marzo de 1931
NÔ HA LUGAR

Motivos; Arts. 1091, 1214, 1281, 1225, 1249, 1101 y 1106, 0. C. 
Burgos.—Letrados: don Luis Saiz Montero y don Manuel x\ntolin 
Procuradores; señores Guinea y Corujo.
Ponente: Magistrado señor Oppelt.

DOCTRINA
CONSIDERANDO; Que estimándose por el Tribunal a qúo, como 

hechos fundacáentales para la resolución del presente recurso, que el 
contrato celebrado en 11 de febrero de 1928, novo el que anterior­
mente en 1 de diciembre de 1925, habían estipulado los contratantes 
de ambos, la Sociedad «Ropeways Limited» de una parte y la entidad 
«Antracitas de Fabero» de la otra; y que por esta novación quedaba 
autorizada la Sociedad primeramente citada, para retirar del poder 
de «Antracitas de Fabero» el material que le fuera necesario para 
instalar un tranvía aéreo de cinco mil quinientos metros de longitud, 
en cantidad muy crecida que aproximadamente se calculaba en un 
sesenta y cinco por ciento, con excepción de las estaciones y baldes 
que habían de necesitar completas, así como las poleas y monturas 
correspondientes; es manifiesto, que para que pueda prevalecer el 
primero de los motivos en que el presente recurso se apoya, es nece­
sario que se justifique la evidente equivocación del juzgador al apre­
ciar la prueba practicada en el juicio, con la concurrencia del error 
de hecho y de derecho, en que dicho motivo se apoya.

CONSIDERANDO: Que en cu- nto al error de hecho, alegado por 
el recurrente, que los documentos auténticos en que lo funda, son los 
mismos, que rectamente apreciados por el Tribunal sentenciador, han 
llevado a este al convencimiento, de la certeza de los hechos que 
constan del anterior considerando, y que le han servido de base, para 
dictar la sentencia recurrida, limitándose el recurrente,' a oponer al 
criterio del Juzgador, el suyo propio; y por tanto, no habiéndose jus­
tificado por el recurrente, que la Sociedad demandada retiró más 
material del necesario, para instalar' el tranvía de referencia, en la
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longitud concertada, no puede válidamente sostenerse, la infracción 
del contrato de 11 de febrero de 1928, infracción que la hace depen­
der el recurrente de haberse retirado mayor cantidad del sesenta y 
cinco por ciento del material; interpretación rechazada justamente 
por la Sala, teniendo en cuenta, que la Sociedad demandada estaba 
autorizada para retirar el material que le fuera necesario, para insta­
lar el nuevo tranvía en su total longitud de cinco mil quinientos 
metros, que la retirada de dicho material, sería en cantidad muy 
crecida, y que el sesenta y cinco por ciento señalado, no era una can­
tidad fija, sino aproximada, en la que no podía incluirse por estar 
exceptuadas, las estaciones, baldes, poleas y monturas que según el 
contrato debían ser retirados en totalidad; y por tanto, no habiendo 
tampoco incidido la Sala sentenciadora en error de derecho, al inter­
pretar y apreciar el contrato de referencia, debe ser desestimado el 
primer motivo en que se funda el presente recurso.

CONSIDERANDO: Que la Sala sentenciadora, tampoco infringió 
el artículo mil doscientos veinticinco del Código Civil, ni las demás 
disposiciones a que se refiere el segundo de los motivos del recurso, 
yaque da a los documentos, privados y reconocidos el valor probato­
rio que dicho artículo les atribuye; y siendo también el principal y 
bísico fundamento de este motivo, que «Ropeways Limited» solo 
podía retirar el sesenta y cinco por ciento del material, criterio jus­
tamente rechazado por la Sala sentenciadora, debe ser desestimado el 
presente recurso.

Obligaciones y contratos.—Quiebras
Sentencia de 27 de marzo de 1931

NO HA LUHAR

Motivos: Arts. 921, 878, 904, 900 C. Cm., 1101, 1251, 1160, 1162 
C. Cm., 1829.

Barcelona.-Letrados: don Rosendo Alvarez y don Gregorio Arranz 
Procuradores: señores Dalmau y Morales.
Ponente: Magistrado señor Reinoso.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que conforme a lo preceptuado en el artículo 

novecientos veintitrés, en relación con el ochocientos setenta y ocho 
del Código de Comercio, el socio colectivo de una Sociedad mercantil 
declarada en quiebra queda inhabilitado para los actos de administra-
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cion y disposición de sus bienes, interdicción que cesa, según el ar­
tículo novecientos veintidós de dicho cuerpo legal, cuando aquél es 
rehabilitado, por lo que, hasta entonces, no tiene responsabilidad 
para ejercitar ante los Tribunales acciones referentes a las menciona­
das administración y disposición de sus bienes, artículo segundo y 
número segundo del artículo quinientos treinta y tres de la ley de 
Enjuiciamiento Civil.

CONSIDERANDO: Que la sentencia recurrida, que absuelve a los 
demandados, por estimar que, además de ot as razones legales deter­
minantes de ese pronunciamiento, concurren en el pleito la de que el 
actor, por haber sido declarada en quiebra la Sociedad «Bruno Piera 
y Compañía», de la que era socio colectivo, carece de personalidad 
para deducir la demanda en la que reclama indemnización de perjui­
cios que dice se le han causado por incumplimiento de un contrato, 
aplica acertadamente las disposiciones legales relacionadas, sin que a 
su procedente aplicación se oponga el hecho de haberse estipulado 
entre la mencionada sociedad y sus acreedores, un convenio, anterior 
a la presentación de la demanda, y en el que don Bruno Piera, ahora 
actor en el pleito, se obligó a pagar a aquéllos sus respectivos crédi­
tos con el importe déla indemnización que, en cuanto fuera rehabili­
tado, reclamaría de los en dicho pleito demandados, ya que ese con­
venio exige expresamente, como queda dicho, que el nombrado señor 
Piera obtuviera, con anticipación a la incoación del procedimiento 
judicial, su rehabilitación, necesaria a este efecto aunque el convenio 
no la mencionara, pues sin ella no podía ser este cumplido, por impe­
dirlo los preceptos legales antes mencionados.

CONSIDERANDO: Que en los motivos de casación del uno al tres 
de los del presente recurso, al amparo del número primero del artícu­
lo mil seiscientos noventa y dos de la ley de Enjuiciamiento Civil, 
solicita que la sentencia recurrida sea casada, por infringirse en ella 
los artículos novecientos cuatro y novecientos veintiuno del vigente 
Código de Comercio, el mil ciento sesenta del Código Mercantil de 

mayo de 1829, y la sentencia de este Tribunal de 17 de marzo 
de 1910, preceptos que estima le conceden la personalidad que aquella 
resolución le niega; pero el artículo novecientos cuatro, que precep­
túa que el convenio es obligatorio para los acreedores y el quebrado, 
no es aplicable cuando dicho convenio no puede ser legalmente cum­
plido, cual sucede respecto al antes relacionado, el novecientos vein­
tiuno, que autoriza al quebrado para ser rehabilitado después de ha­
ber cumplido el convenio, no dice, como el recurrente lo interpreta, 
que cuando con sujección a la ley no pueda cumplirse el convenio, 
se prescinda de éste a la rehabilitación del quebrado; el artículo mil 
ciento sesenta del Código de Comercio de 1829, que establece que.
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aprobado el convenio, se le hará entrega al quebrado de todos los bie­
nes de la quiebra y se le rendirán cuentas de la adoainistración de 
ellos, precepto que no ha sido reproducido en el Código de 1886, y 
que parece implicar el reconocimiento de la atribución al quebrado 
del completo ejercicio de su capacidad jurídica, no<iebe estimarse 
que, a estos efectos, esté vigente, ya que en ese concepto tal disposi­
ción es, indudablemente, de carácter sustantivo, y, por tanto, ha sido 
derogada por el actual Código de Comercio, mas, aunque así no fue­
ra, en el presente caso, el mismo convenio limita sus efectos en cúan- 
to’a este particular, subordinando a la previa obtención de la rehabi­
litación el ejercicio de las acciones que el quebrado se obliga a dedu­
cir ante los Tribunales; y por último, la sentencia de este Tribunal de 
17 de marzo de 1910, por igual razón a la últimamente expuesta, no 
es aplicable en este caso, aunque forzando la significación y alcance 
de ella se entendiera que, como el recurrente expresa, faculta la mis- 
nía a los acreedores para autorizar al quebrado, para litigar sobre 
administración de sus bienes, pues esta autorización solo puede con­
cederla la rehabilitación, que por ser de interés general y de orden 
público, ha de otorgarse, después de cumplidos requisitos que garan­
ticen la futura conducta del quebrado, por la autoridad judicial, y en 
expediente en que interviene el Ministerio Fiscal.

CONSIDERANDO: Que, por las causas expresadas, deben ser des­
estimados los tres primeros motivos de casación aducidos por el recu­
rrente.

CONSIDERANDO: Que aunque, contra lo que queda consignado, 
se reconociera en esta resolución que el actor en el pleito tiene perso­
nalidad para ejercitar ante los Tribunales las acciones en aquel dedu­
cidas, el presente recurso no podría prosperar porque, por las razones 
que se expresarán en las siguientes consideraciones, son igualmente 
improcedentes los demás motivos de casación alegados por el recu­
rrente.

CONSIDERANDO: Que, conforme a lo ordenado en el articulo 
mil ciento uno del Código Civil, para que puedan exigirse ante los 
Tribunales de justicia daños y perjuicios causados en el cumplimien­
to de obligaciones contractuales, es preciso que el obligado a cum­
plirlas haya incurrido en doío, negligencia o morosidad, por lo que 
tiene establecido este Tribunal en repetidas sentencias que no pro­
cede la condena al pago de tal indemnización, cuando en el incum­
plimiento de las obligaciones no resulta probado la concurrencia de 
alguna de aquellas circunstancias.

CONSIDERANDO: Que, negado en la sentencia recurrida que en 
los hechos que motivaron el pleito procedieran con dolo los ahora de­
mandados o sus causante-derecho, el recurrente, para combatir esa
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declaración y obtener la contraria sin. la que su reclamación no puede 
prosperar, después de invocar el número quinto del artículo mil seis­
cientos noventa y dos de la ley de Enjuiciamiento Civil, inaplicable 
aquí porque sólo se refiere a las excepciones aducidas y no a las ale­
gaciones de la demanda, cita como infringido en la sentencia que im­
pugna el artículo mil doscientos cincuenta y uno del Código Civil, 
que no lo ha sido, ya que el Tribunal de instancia no desconoce la 
eficacia que la sentencia dictada en el expediente de consignación 
tiene, conforme a ese precepto legal, respecto a la declaración de la 
misma de que la consignación está bien hecha, refiriéndose a la que 
efectuó el depositario de la quiebra de Bruno Piera y Compañía en 
pago de los alquileres que el don Bruno Piera adeudaba por el arren­
damiento de las fincas donde se hallaba instalada la fábrica de aque­
lla sociedad, pero esa declaración judicial, que libera al deudor del 
pago referido, no significa, como el recurrente lo pretende al efecto 
de probar la mala fe de los demandantes en los juicios de desahucio 
de aquellas fincas, que el ofrecimiento de pag’o y la consignación del 
importe del precio de los arrendamientos se hiciera en tiempo y con­
diciones que determinaran la impertinencia de dichos desahucios; 
aparte de que las apreciaciones de prueba hechas por el Tribunal 
a qíio sólo pueden combatirse en casación al amparo del número sép­
timo del artículo mil seiscientos noventa y dos, antes mencionado, 
que el recurrente no cita, ni alega que aquel haya incurrido, en e-'as 
apreciaciones, en error de hecho ni de derecho, por lo que, y por lo 
anteriormente expuesto, procede desestimar el motivo de casación 
propuesto con el número ocho en el recurso.

CONSIDERANDO: Que el aducido en séptimo lugar, consistente 
en la infracción del artículo mil doscientos cincuenta y tres del men­
cionado Código Civil, también debe ser desestimado, porque la deter­
minación de si existen daños y perjuicios es una cuestión de hecho, 
de la exclusiva incumbencia del Tribunal que dictó la sentencia recu­
rrida, y, habiéndolos éste negado, su negativa debió impugnarse, si 
el recurrente la considera equivocada, con expresa referencia al antes 
relacionado número siete del artículo mil seiscientos noventa y dos, 
lo que no se ha efectuado, limitándose aquél a reclamar contra hi in­
fracción, que supone cometida, del artículo mil doscientos cincuenta 
y tres de dicho Código Civil, precepto legal que tampoco ha sido des­
conocido en la sentencia dictada en el pleito, pues en ella se deducen 
del contenido de los escritos que menciona el recurso, los de 15 de 
noviembre de 1919 y 9 de enero de 1920, dirigidos al Juzgado' por el 
depositario de los bienes de la quiebra, las consecuencias que el Tri­
bunal ha estimado, derivadas de tales escritos, haciendo al efectuarlo 
la debida aplicación de las reglas que, para las presunciones no esta-
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blecidas por Ia ley, consigna el artículo últimamente citado del Códi­
go Civil, contra las que, por tal causa, no.pueden prevalecer las que 
el recurrente estima más acertadas.

CONSIDERANDO: Que, por lo expuesto, es visto que la sentencia 
que absuelve a los demandados fundándose en la falta de personali­
dad del actor y en la de prueba de dolo y perjuicio alegados en la de­
manda, fundamentos determinantes del fallo que no han sido comba­
tidos con éxito en el recurso, no procede que sea casada, por lo que 
los motivos del mismo, números cuatro, cinco y seis, que impugnan, 
no los fundamentos causa del pronunciamiento dictado en aquella 
resolución, sino algunos de sus Considerandos, sin transcendencia en 
aquél, han de ser igualmente desestimados, toda vez que, aparte de 
la ineficacia de su aceptación, no habiendo sido estimados los otros, 
para que fueran pertinentes habían de referirse a infracciones cometi­
das en el fallo, no en Considerandos de los que éste no sea consecuen­
cia necesaria.

CONSIDERANDO: Que por lo expuesto procede declarar no haber 
lugar a la casación de la sentencia recurrida, y sí a la imposición de 
costas a la parte recurrente.

Daños y perjuicios
I 

Sentencia de 27 de marzo de 1931

NO H.V LUGAR

Motivos: Arts. 1225, 1544, 1256, 1281. 1730, 1737, C. C., 278, 282, 
281, 21, 284, 301, 249, 272, 282, 278, 285, 276, C. Cm.

Barcelona.—Letrados: don Joaquín Codorníu y don Eugenio Elices.
Procuradores: señores López Mesas y Brú.
Ponente: Magistrado señor Pérez Rodríguez.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que aunque formulada en último término en 

el recurso la infracción objeto del motivo décimo quinto amparado en 
el número segundo del artículo mil seiscientos noventa y dos de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, y alegándose como infringido, por indu­
dable error, el artículo trescientos noventa y nueve en vez del tres­
cientos cincuenta y nueve de la propia Ley debe tal motivo ser exa­
minado y resuelto preferentemente en este fallo, atendida su índole 
y los efectos que de. prosperar podría producir con relación al éxito 
del recurso haciendo innecesario tratar de otros motivos; y así ante
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todo debe afirmarse no ser de estimar el dicho motivo de casación 
que se hace consistir en que la Sala sentenciadora ' resuelve sobre la 
liquidación presentada por Argila a pesar de reconocerse en el Con­
siderando dieciseisavo que no fué objeto de petición concreta en 
la demanda ni en los escritos de contestación y diiplica; la cual razón 
no permite entender que la sentencia impugnada sobrepasa los límites 
déla obligada congruencia por cuanto no es dable dudar que al 
presentarse la liquidación discutida y quedar incorporada a los autos 
como elemento probatorio es notorio que se sometía así al juicio del 
Tribunal y que este no podía acertadamente formarle sin examinar 
si las partidas correspondientes tenían o no la indispensable justifi­
cación, resolviendo en consecuencia; y porque en todo caso, según 
reiterada doctrina de este Supremo Tribunal, la sentencia absolu­
toria, cual lo es la recurrida de que se trata, deja resueltas todas 
las cuestiones del pleito y no puede, por tanto, calificarse de incon­
gruente.

CONSIDERANDO: Que los motivos primeró, tercero, cuarto y 
quinto del recurso pueden y deben ser tratados conjuntamente porque 
salvo que el tercero se ampara también en el número primero, en todos 
cuatro se invoca el número séptimo del artículo mil seiscientos noven­
ta y dos de la Ley de Eujuiciamiento Civil, y en cuanto afectan tales 
motivos a refutar la desestimación que por la sentencia recurrida se 
hace de la petición cuarta de las formuladas en la demanda, consisten 
en solicitar se declarase que don Luis de Argila y Plana nunca fué 
empleado en el sentido gramatical y corriente en las leyes, de la 
agencia comercial de los productos Soprrith ni de la Sociedad anóni­
ma «A. y G. Figueroa» sino sólo comisionista y factor de sus negocios 
respectivos de venta de los productos Soprrith y otros artículos de las 
mismas en Cataluña.

CONSIDERANDO: Que en relación con la pretensión expresada 
la Sala en el considerando noveno de su sentencia, fundamenta el 
fallo en el hecho que afirma de que el actor desempeñó el cargo de 
Comisionista de la Sociedad demandada, hasta el añoi 1924, en que 
por virtud del establecimiento de una agencia o sucursal de la última 
en Barcelona cesó de hecho en aquella relación de comisionista mer­
cantil, cual explícitamente reconoce en el hecho sexto de su demanda 
pero para convertirse en factor de la demandada al ponerse al frente 
de la sucursal establecida, representando únicamente la misión de un 
nuevo agente que era intermediario entre los comerciantes y la agencia 
a cuyo nombre se realizaban todas las operaciones y remesas, sin 
apoderamiento o mandato general y sin poder tener otra consideración 
que la del representante o encargado que presta un servicio retri­
buido; viniendo a complementar el expuesto cardinal fundamento las
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alegaciones contenidas en los considerandos décimo y undécimo de la 
propia sentencia recurrida, que así mismo la justifican.

CONSIDERANDO: Que no puede prosperar el recurso por ningu­
no de los.cuatro referidos motivos ya que amparados cual queda dicho 
en el númeroíséptinio del artículo mil seiscientos noventa y dos de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, no se demuestra la procedencia de la 
casación por.el medio taxativo que tal precepto legal establece; vi­
niendo a expresarse en cada uno de tales motivos aspecto o modali­
dad distinta de la misma cuestión fundamental en relación con ellos 
planteada, tratada y resuelta por la sentencia, oponiendo el recurrente 
su criterio particular al del juzgador y no combatiendo propiamente 
el. fallo, sino su fundamento en relación con los dicho.s aspectos o 
modalidades, quebrantándose así normas del procedimiento de obliga­
toria observancia.

CONSIDERANDO:. Que-en relación con la dicha petición cuarta 
de la demanda son también de d<'sestimar los motivos noveno y décimo 
del recurso, ampar.tdos en el número primero del artículo mil seis­
cientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, porque aún 
refiriéndose el uno al hecho de que Argila no percibiese sueldo por su 
nuevo cargo de factor a que pasó por haber , cesado en la obligación 
que tenía de garantizar los pedidos no obstante reconocerse percibía 
como comisiones la remuneración de su trabajo, es ello lo cierto 
que en tales,, dos motivos se impugna igualmente el juicio de la Sala 
en la propia forma que se hace con respecto a los motivos antes 
examinados y en tal sentido no es lícito derivar determinadas infrac­
ciones legales partiendo de hechos que por no acomodarse debidamente 
a los que la sentencia esfablece no ofrecen base procesal adecuada 
para discutir en casación.

CONSIDERANDO: Que tampoco pueden prosperar los motivos 
octavo y treceavo del recurso, referentes al supuesto derecho del 
actor a retener cpmo. prenda o depósito determinados efectos y canti­
dades Ínterin se solucionasen las liquidaciones y la cual solicitud 
constituía la petición tercera de la demanda; pues cualquiera que 
sea la expresión de los documentos a que se alude en el motivo octa­
vo el Tribunal ya los tuvo en cuenta, como los demás elementos 
probatorios, y su eficacia no puede con éxito desvirtuarse según por 
el recurrente se pretende, y si solo, puesto que el número séptimo del 
artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley rituaria cual es el 
invocado, demostrándose, por acto o documento, auténtico el mani­
fiesto error del juzgador, el cual fin no cumplen los documentos alu­
didos; y en cuanto al motivo treceava amparado sólo en el número 
primero del precitado artículo toda vez que fijada por modo categó­
rico en el Considerando treceavo de la sentencia delJuzgado, enrola-
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ción con el segundo déla de laAudiencia, la condición jurídica del hoy 
recurrente con respecto a la Sociedad demandada, no es dable des­
conocer aquella ni menos partir para la discusión en este trámite 
de la existencia de un título de derecho que el Tribunal a quo 
no solo no reconoce sino que expresamente niega al afirmar, 
según lo hace que el demandante no tenía, la condición jurídica de 
mandatario y que en ningún momento por título alguno había po­
dido hacer suyo lo que pretendía retener como prenda o depósito; 
por lo cual no cabe apreciar las infracciones plegadas a que se con­
trae el motivo treceavo del recurso, ya que los artículos del Código 
Civil y del de Comercio que coma infringidos por falta de aplicación 
se citan, suponen.una relación jurídica, que en el caso de que se trata 
no es precisamente la que el Tribunal de instancia reconoce y declara 
como existente. ■ .

CONSIDERANDO: Que asimismo son improcedentes los motivos 
séptimo y catorceavo del recurso relacionados con la pretensión quin­
ta de la demanda, sobre que desde 1..“ de enero de 1927 pudo y debió 
el recurrente ejercitar válidamente ventas, cobros y pagos de factu­
ras mientras no fuese sustituido; en cuanto al motivo séptimo, ampa­
rado en igual número del ya citado artículo mil seiscientos noventa 
y dos, porque los documentes que cual las cartas y cuenta aludidas, 
por formar parte de las pruebas fueron a su debido tiempo apreciadas 
y tenidas en cuenta por el juzgador de instancia no ofrece la caracte­
rística propia del documento auténtico a que el citado precepto proce­
sal se refiere; y respecto al motivo catorceavo fundado en el número 
primero del mencionado artículo mil seiscientos noventa y dos, por­
que el caso jurídico en cuestión no es el a quo, taxativamente se con­
trae el artículo mil. setecientos treinta y siete del Código Civil, que 
como supuesto infringido se invoca.

CONSIDERANDO: Que los motivos segundo y doceavo del recur­
so, referentes a la petición sexta de la demanda, tampoco ofrecen base 
para poder ser estimados por el recurrente, haciendo cual en otros 
motivos supuesto de la cuestión fundamental el pretendido derecho 
negando que Argila tuviese el carácter de factor que la sentencia le 
atribuye y partiendo, contra lo que el juzgador establece de que era 
apoderado y comisionista, por lo que no son de estimar ninguna de 
las infracciones legales que se invocan con relación a los artículos de 
los Códigos Civil y de Comercio que en los dos dichos motivos del re­
curso se citan.

CONSIDERANDO: Que asimismo no pueden prosperar los moti­
vos sexto y undécimo del recurso, relacionados con la pretensión 
novena de la demanda y treceava de la réplica sobre que se condene 
a li Sociedad demandada a pagar al demandante la suma de cuarenta
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y un mil ochenta pesetas, o la que resulte más pertinente, en cuanto 
las afirmaciones que con respecto a la cuestión se hacen por la sen­
tencia recurrida en los Considerandos dieciseis, diecisiete, dieciocho 
y diecinueve del Juzgado, aceptados por la Audiencia, se basan en 
que la cantidad reclamada no puede hacerse derivar del supuesto de­
recho al abono de comisiones, ni al de gastos de dependencia ni otro 
alguno, no convenido previamente ni estar facultado para contraer 
nuevos devengos por operaciones posteriores a su dimisión; y como 
al formar la Sala sentejaciadora su juicio lo hizo apreciando el con­
junto de las pruebas, es manifiesto que aquel no puede desvirtuarse 
por el recurrente, oponiendo sólo su particular criterio, basándole, 
cual lo hace, en la significación y alcance que en su opinión tiene un 
determinado elemeuto probatorio, como las cartas y documentos a 
que en los expresados motivos del recurso se alude y como ni se de­
muestra ni resulta que el Tribunal a quo en su peculiar función inter­
pretativa de tales documentos incurriese en manifiesto error en su 
apreciación; es vista la procedencia de no estimar ninguna de las 
infracciones legales, señaladas en los dos motivos de casación de que 
se trata; y

CONSIDERANDO: finalmente, que por todas las razones expues­
tas y porque en definitiva el recurso en vez de combatir en la adecua­
da forma procesal el fallo recurrido lo que en rigor hace es impugnar 
los fundamentos en que el mismo descansa, contrariando así la reite­
rada doctrina de este Tribunal, se impone la total desestimación del 
recurso.

Incongruencia.—Sociedades mercantiles.— Nulidad de 
contratos

Sentencia de 1.° de abril de 1931
NO HA LUGAR

Motivos: Arts. 221, 223, C. Cm., 4.”, C. C., 359, E. C.
Burgos.—Letrados: Don Joaquín Abreu y don Ignacio E. de la 

Portilla.
Procuradores: Señores Olivares y Zorrilla.
Ponente: Magistrado señor García Valdecasas.

DOCTRINA
CONSIDERANDO: Que el defecto procesal de incongruencia se 

comete por los tribunales de instancia, cuando las sentencias no se 
ajustan a lo que previene el artículo trescientos cincuenta y nueve de
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la ley de Enjuiciamiento civil: permite interponer recurso de casación 
por infracción de ley con aplicación del número segundo del artículo 
mil seiscientos noventa y dos de la misma, y se produce entre otros 
modos, si las resoluciones de los Tribunales de apelación se fundan en 
razonamientos diferentes de aquellos que alegaron y expusieron 
oportunamente las partes durante el debate litigioso, en los escritos 
que menciona el artículo quinientos cuarenta y ocho de la ley preci­
tada; pero en la que es objeto del recurso que ha interpuesto la Socie­
dad anónima «Ibérica de los Aparatos Magondeaux», aunque la 
representación de la misma supone que la sentencia dictada por 
la Audiencia de Burgos, ha concedido personalidad y acción a la 
Compañía demandante como liquidadora de la que con la demandada 
contrató el arrendamiento de servicios que ha dado lugar al pleito, 
esta aserción es completamente injustificada; porque el Juzgado 
(considerando cuarto) declaró que aunque se estimara cumplido 
el plazo o término por el que la Sociedad actora se había constituido 
no quedaba la misma extinguida, sino que continúa su personalidad 
para el ejercicio de las acciones y el.cumplimiento de las obligacio­
nes derivadas de actos anteriores a dicho término, y esa personalidad 
queda vinculada en las mismas personas que hubieran tenido la 
representación de la Sociedad hasta el repetido día en que se cumple 
el plazo de su existencia, salvo los casos también previstos por los 
artículos doscientos veintiocho y doscientos veintinueve del Código 
de Comercio, y de acuerdo con sus prescripciones aun estimando 
determinado el plazo de vida legal, agrega dicho fundamento, con 
notorio objeto de reforzar con la hipótesis la virtual eficacia de las 
afirmaciones que la preceden, que son la razón del fallo en armonía 
con la tesis sustentada por la parte demandante; y todavía más 
explícitamente declara la Sala de lo Civil de la Audiencia, en el pri­
mero de los Considerandos que agrega a los que acepta del Juzgado, 
que la Sociedad «Viuda e Hijo de M. Mendoza» estaba legítimamente 
prorrogada antes que finalizase el plazo de los diez años de su consti­
tución, y la Sociedad anónima «Ibérica de Aparatos Magondeaux» lo 
había reconocido oportunamente fuera del pleito y asimismo, en 
el siguiente Considerando, y solamente en concepto de argumento 
subsidiario analiza y examina la Sala que había de darse personalidad 
y acción a la Sociedad demandante, que no se había constituido en 
estado de liquidación, corroborando de un modo manifiesto y termi­
nante la tesis fundamental de la sentencia de primera instancia, y 
por consiguiente las dos sentencias excluyen el supuesto estado 
de liquidación del que pretende el recurso deducir los motivos de 
incongruencia que alega en los numerados cuarto y quinto que deben 
ser desestimados,
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CONSIDERANDO: Que entre los efectos que produce el acto de 
comercio, en que consiste la constitución de una sociedad o compañía 
que al comercio haya de vivir dedicada, es el primero el que se refie­
re a su especial denominación, que tiene que ser distinta de la parti­
cular de cada uno de los socios que pasan a integrar la nueva persona 
jurídica, y si la denominación que se adopta es una firma de garantía 
que han de usar las personas a las que se encomienda la gestión 
administrativa de la Sociedad, se llama razón social, que én las socie­
dades colecfivas, según prescribe el artículo ciento veintiséis del 
vigente.Código de Comercio se ha de.componer del nombre de todos 
los SOCIOS, de algunos de ellos o de uno solo, debiendo añadir el nom­
bre o nombres que se expresen, cuando no sean todos, las palabras «y 
compañía»; pero esta razón social o nombre de las compañías cual­
quiera que sea su clase y condiciones, constituye jurídicamente cosa 
que puede ser absolutamente distinta del nombre comercial, aunque 
exista frecuente confusión, de ambos conceptos, disculpable entre 
personas poco peritas en derecho, más completamente inadmisible 
dentro de esta disciplina para ser aplicado al orden judicial; porque 
aunque ambas expresiones puedan parecer equivalentes y hasta de­
signar alguna vez una misma cosa, no puede desconocer el jurisperi­
to que la razón social es una variedad del nombre propiamente dicho, 
que tiene por objeto determinar las características y componentes de 
la sociedad o compañía, en sustitución para los efectos del contrato 
del nombre de los socios qre la componen, y el nombre comercial es 
o puede ser, conforme al artículo treinta y cuatro de la ley de Propie­
dad Industrial de 16 de mayo de 1902, los apellidos de los comercian­
tes que posean el correspondiente establecimiento y hasta denomina­
ciones de fantasía encaminadas a revelar en algunas casos la materia 
o clase de tráfico a que viva especialmente consagrada la sociedad 
que sea dueña del mismo o que accidentalmente haya de regirlo en 
sus relaciones con el público; y por tanto es ineludible reconocer, 
como con acierto ha estimado la sentencia recurrida, que cuantos 
pactos y. correspondencia mediaran entre las entidades hoy litigantes, 
en que Ja actora empleaba indistintamente el nombre comercial 
«Industrias Mendoza» o la razón social «Viuda e hijo de M. Mendoza» 
han de referirse necesariamente a la responsabilidad y derechos 
de dicha compañía regular colectiva, sin posible confusión ni influen­
cia alguna en relación con el nombre conocido y aceptado por la 
Sociedad «Ibérica de Aparatos Magondeaux» que no puede utilizar en 
su provecho, para eludir las consecuencias de lo que contrató oportu­
namente con aquella entidad, el hecho de que éeta actuara en sus re­
laciones mercantiles bajo el enunciado nombre comercial, pero sieni- 
pre bajo la firma autorizada según el correspondiente contrato social.
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H 1 Que >08 preceptos de la sección décima tercera
del Italo primero del libro segundo del Código de Comercio, todos 
relativos al termino y liquidación de las compañías mercantiles 
contienen reglas, establecen derechos y previenen obligaciones que 
se rederen a las relaciones ae los socios entre sí, y con respecto a los 
terceros que con aquellas contrataron a lo que debe hacerse para 
gyantia de sus derechos, después de llegado el período de liquidación 
o la disolución de cada compañía, pero ninguno de los preceptos que 
dicha sección contiene autoriza a los que contrataron con las compa­
ñías para eludir las obligaciones que con las mismas hubieren con­
traído, y como la cuestión litigiosa del pleito a que este recurso se 
refiere consiste, como con acierto declaró la sentencia, en armonía 
coD las peticiones fundamentales de la contestación y de la demanda 
reproducidas en la réplica y duplica, si el contrato de arrendamiento 
de servicios estipulado entre ambas sociedades con fechas 2 y 4 de 
enero de 1926 quedó o no prorrogado el día 1/ de agosto de 1928 es 

eficacia del expresado pacto en nada puede afectar 
que hubiese terminado o no el contrato de sociedad, que regía la 
regular colectiva «Viuda e Hijo de M. Mendoza», más de dos años 
despues de perfeccionado aquel contrato de arrendamiento, que la 
sentencia recurrida en ejercicio de las facultades para interpretación 
que con exclusiva soberanía están atribuidas legalmente al Tribunal 
que la ha dictado, declara que ha de estimarse prorrogado conforme 
a los términos en que se perfeccionó por las dos sociedades hoy liti­
gantes, las dos con la plena capacidad contractual, que después sólo 
en el curso de este pleito ha pretendido la demandada negar a la de­
mandante, por considerar que ésta había cumplido en 16 de abril 
de 1928 el término por el que se constituyera en la escritura de socie­
dad, y por consiguiente, la sentencia no incidió en la infracción de 
los artículos doscientos veintiuno y doscientos veintitrés del Código 
de Comercio que se alegan en el motivo primero del recurso, porque 
aunque se estimara, contra la terminante y acertada decisión del 
Tribunal de instancia, que la expresada compañía regular colectiva 
había quedado disuelta en 16 de abril de 1928, esta disolución no 
privaba de acción.a los que tal hipótesis ostentaran la representación 
de los derechos de la misma, conforme al artículo doscientos veinti­
nueve de dicho Código, para percibir los créditos y extinguir las 
obligaciones antes contraídas como ha declarado la sentencia recurri­
da, y por consiguiente todos los actos que sean consecuencia de aquel 
contrato que válidamente concertaron las partes hoy litigantes no 
pueden ser estimados con vicio de nulidad, para declaración de lo que 
nunca sería suficiente, como se pretende en el motivo segundo del 
recurso, la mera invocación del artículo cuarto del Código civil,
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nulidad qüô solamente se refiere a la infracción de aquellas leyeâ 
prohibitivas cuyo olvido o desconocimiento es bastante para dar 
origen a la declaración de nulidad del acto en que la infracción 
se hubiese cometido, pero respecto a los actos meramente anulablesy 
por tanto, susceptibles de ser estimados válidos, si se consiente por 
interesados la falta o vicio de que puedan adolecer, es absolutamente 
indispensable para que la nulidad sea declarada que expresamente se 
haya pedido en tiempo hábil y en forma procesal adecuada, lo que no 
ocurrió en este pleito; y para que pudiera producir efecto útil la 
alegación que contiene el motivo tercero, respecto a la eficacia de los 
actos de reconocimiento de la Sociedad anónima «Ibérica de ios Apa­
ratos Magondeaux» sería premisa necesaria que se hubiese declarado 
legalmente extinguida la Sociedad demandante, contra la afirmación 
de la sentencia confirmada en su legitimidad por los anteriores 
fundamentos de la presente; y es lógica consecuencia jurídica la de 
que deben ser desestimados dichos motivos y totalmente el recurso 
interpuesto a nombre de la Sociedad anónima «Ibérica de los Apara­
tos Magondeaux».

Contratos y obligaciones.-Pago.-Intereses.-Mandato
Sentencia de 1.° de abril de 1931

NO HA LUGAR \

Motivos: Arts. 1.225, 1.711, 1.710, 1.501, 1.101, 1.227, 1.902, 
1.162,1.171,0.0.

Madrid.—Letrados: Don J. Oodorníu y don Melquíades Alvarez.
Procuradores: Señores Aicúa y de las Alas Pumariño.
Ponente: Magistrado señor de la Vega.

DOOTRINA
CONSIDERANDO: Que los motivos en que se funda el presente 

recurso, con excepción del cuarto y quinto, van encaminados directa 
y principalmente a combatir la apreciación de la prueba hecha por la 
Sala sentenciadora, y como ese objetivo es opuesto a la reiterada 
doctrina de este Tribunal Supremo expresiva de la improcedencia de 
esa pretensión cuando el Tribunal de instancia ha hecho, como en el 
presente caso, aquella apreciación, no aisladamente por alguno de sus 
elementos, sino en forma conjunta y teniendo en cuenta todos los 
medius probatorios que fueron utilizados por las partes litigantes,
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incluso la testifical, de ahí que no puedan prosperar aquellos moti­
vos, máxime si se tiene en cuenta que ninguno de ellos tiende a des­
virtuar el hecho capital en que ha consistido la excepción de pago 
opuesta por el demandado, cual es el de que en 2 de diciembre de 1925 
hizo entrega del primer plazo délos dos que se dividió el precio total 
de la venta a don Jaime Rodríguez Candelas apoderado especial para 
recibirlo, hecho este del apoderamiento que estima probado el Tribu­
nal a quo y que, mientras subsista como cierto, impide que prospere 
la demanda porque el fin perseguido por esta es el de cobrar precisa­
mente y de nuevo ese primer plazo del precio de la venta que resulta 
pagado, quedando por tanto desvirtuadas las supuestas infracciones 
legales que se aducen en los referidos motivos que deben ser por 
tanto desvirtuados.

CONSIDERANDO: Que además y en ese mismo orden de ideas, 
que por tener declarado este Tribunal Supremo que no son documen­
tos auténticos los escritos de los litigantes al objeto de demostrar 
el error del juzgador, no puede estimarse, que. lo sea el escrito de 
réplica que sirve de base al primer motivo del recurso; ni puede tam­
poco apreciarse la eficacia, a los efectos indicados, de los siete 
documentos que se enumeran en el motivo segundo, no sólo porque 
ellos forman parte del conjunto de pruebas apreciadas por la Sala 
sentenciadora, sino también porque esa nueva apreciación hecha por 
este Tribunal Supremo convertiría este recurso de casación en una 
tercera instancia no autorizada por la ley procesal.

CONSIDERANDO: Que si bien al artículo mil quinientos uno del 
Código civil consigna tres casos en que el comprador debe interés por 
el tiempo que media entre la entrega de la cosa y el pago del precio, 
sin embargo, ese precepto no puede apreciarse aisladamente sino que 
es preciso en cada caso armonizarlo con los demás preceptos genera­
les que definen y regulan la mora del deudor como son los artículos 
mil ciento, mil ciento uno, mil ciento ocho y otros del Código civil, 
según los cuales no existe mora mientras la deuda no consista en una 
cantidad líquida, o bien si para conocer su cuantía precisa seguir un 
inicio a fin de que se fije en la sentencia por los Tribunales, pues 
entonces no puede existir falta alguna por parte del obligado al pago, 
por estar ya declarado que no es moroso aquél a quien se le reclama 
mayor cantidad de la debida—sentencia de 16 de enero de 1910—que 
es precisamente lo ocurrido con don Esteban Mena Muñoz al que, 
debiendo tan sólo nueve pesetas se le reclaman tres mil seiscientas 
diez y ocho, por lo cual con sobrada razón se negaba a su pago como 
comprad-or de la finca, sin que tampoco pueda estimarse que debe 
intereses de aquella pequeña cantidad no sólo porque no le ha sido 
reclamada expresamente, sino porque ofreció su pago en la carta de
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14 de etievo de 1928, que ocupa el folio cuarenta y tres, y no consía 
que le fuera aceptada, por todo lo cual debe ser desestimado el cuarto 
motivo del recurso toda vez que no se han infringido ios preceptos 
indicados en el mismo, así como tampoco el artículo mil dosciéntos 
veintisiete del Código civil por cuanto el hoy recurrente no puede 
tener el concepto de tercero respecto del documento otorgado en 2 de 
diciembre de 1925 por don Jaime Rodríguez Candela, desde el mo­
mento que la Sala sentenciadora apreció con notorio acierto que este 
estaba facultado por el recurrente y dueño de los terrenos vendidos 
don Gabriel Enriquez, para cobrar a los distintos compradores de las 
fincas vendidas el importe de las cantidades que como precio dessus 
respectivos lotes debían aquellos satisfacer y, por tanto, el recibo* 
otorgado por el apoderado especial es igual que si ló hubiera suscrito 
el poderdante, quien no puede por tanto sostener con visos de certeza 
que es un tercero ál que no puede perjudicarle la fecha y contenido 
de dicho documento.

CONSWERANDO: finalmente, que tampoco puede prosperar el 
quinto motivo del recurso porque fuera de los casos en que la imposi­
ción de costas obedece a un precepto legal dé ineludible aplicación, 
es materia que está siempre subordinada a la apreciación de la mala 
fé y temeridad de la conducta de los litigantes hecha por el Tribunal 
de instancia, cual apreciación cómo elemento de hecho es de su exclu­
siva competencia; y toda vez que la Sala sentenciadora al imponer las 
costas de ambas instaücias al recurrente apreció en esos términos su 
conducta y proceder, no hay términos hábiles para estimar infringido 
el artículo mil novecientos dos del Código Civil y la jurisprudencia 
invocada, varias de cuyas sentencias,son inaplicables pues se refieren 
a la época en que regían las leyes anteriores al Código Civil, otra debe 
estar citada con error por no 'existir en la colección judicial y en fin 
resuRa inaplicable la de 15 de enero de 1929 pues si bien por ella 
se casó la sentencia recurrida se debió a que la condena de costas se 
impuso sin la debida apreciación de mala fe o temeridad del litigante 
condenado.
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O*’»* justo título yfdent ! 
ad de Jos jierrenos que los demandados ocuparon en el monte litíp-iosn

“«o abusivo, sino por concesWn yXoriSn de "a 
pueblo de Riosequino, según comprueban las acras 

celebradas por dicha Junta en 28 y 30 de enero de 1999 «nt o ' 
prosperar la demanda, dados los términos en que se formula ? 
contra quienes se dirige, porque desde “en y
puScí’qne Krte“aeSír“‘’“ '* “ “^dominio de un monte 
puDiico que la paite actoia sostiene pertenecerle en mancoraunidad mn 
los pueblos de Riosequino, Palazuelo y San Feliz, y en la Xíi^ca de su 
escrito inicial ratificada en los posteriores, solicita de manera clara v enn- 
creta que se declare a su favor tal condominio, es de toda evidencia que la 
Ta ™s qîè°liabif de%7JÍ7 P»"Í«‘P“ 0«*» -’"puesta comunidad 
Jl nn ? u afectar necesariamente la declaración pretendida- y 
al no habeilo hecho asi y demandar únicamente a varios vecinos de Riose^ 
présenté aróueblo ?" 0»'“ 
presenta al pueblo, en este aspecto y prescindiendo igualmente de los 
demas quienes también reputa comuneros no cabe legal mente sin accionar 
contra todos los interesados y sin que sean oídos y vencidos en mirin 
hacei declaración alguna sobre la existencia de la supuesta comunidad’
Í^de oc^de'mr" ««“‘encía d¿

H Finalmente, que por todo Jo ya razonado procede
la desestimación de la demanda y consiguiente revocación de la sentencia 
apelada, sin que haya méritos para hacer especial pronunc amientT^ 
«uanto a las costas de las dos instancias. ouunwamiento en

DESAHUCIO
c, Juan Martín Moran, dedujo ante el Juzgado de primera instancia 
de Salamanca, contra doña Benigna Gudino, demanda sobre resolución de

arrendamiento de pastos e indemnización de perjuicíosl 
D ctada sentencia, eJ primero, dedujo recurso de apelación que fué mante­
nido por el letrado don Antonio Gimeno Bayón y la parte-apelada ñor e 
iutíado^dor/F? ^^rcia Revillo. La Sala, bajo la ponencia del ilustre ma­
gistrado don Eduardo Divar, revoca en parte el fallo del inferior, estable­
ciendo la siguiente e importante doctrina:
dp «’ contrato de arrendamiento de pastos, origen
de este pleito, celebrado entre don Valeriano Martín Gudino y don Juan 
Martin Moran, es valido y obligatorio para ambos, porque po^r lo mismo 
mTndato verbal Benigna por no darse como probada la Listencia del 
mandato verbal, las consecuencias de su celebración y falta de cumpli­
miento han de recaer integras sobre el de don Valeriano, según lo precep- 
sX del°C6d?0?vih" y mil setecientos veinti-

CONSIDERANDO: Que dos son las excepciones alegadas para enervar 
el cumplimiento de tal pacto, la primera que éste se hizo con condición sus­
pensiva a reserva de que fuera aprobado por doña Benigna y la segunda 
que el consentimiento prestado por el don Valeriano fué viciado por dolo
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V ni nna ni otra alegación pueden ser admitidas por improbadas, porque
basta ver los términos en que se halla redactado el documento para tener
Que afirmar que en él no se consigna ninguna clase de^condición, ni menos 
la de que dependa lo pactado de ja confirmación ó ratificación de dona Be- 
nigna^sino que por el contrario se establece clara y terniinantemente^en la 
cláusula primera que el contrato entra en vigor desde la misma fecha de 
su otorg-amieno; y los testigos presenciales no atestiguan que yeibalmente 
seSse nadi que contradijera ni condicionara lo estipulado y hecho 
constar en el documento; como igualmente no puede admitirse existen­
cia del dolo puesto que éste nunca se presume sino Q^e ha de . probarse, y 
no ya aprobadas sino que ni siquiera alegadas se hallan las palabras o 
maquinaciones insidiosas que el demandado emp ease para inducii al de- 
rnandante a la celebración del contrato; ni por tal pueda tomarse la insis 
toncia en querer celebrarle; y por el contrario, por la génesis y desarrollo 
de éste en todas cuyas etapas había intervenido el demandado, persona de 
Xcimientos sobrados para darse cuenta del alcance de la obligación que 
contraía, claramente se desprdnde que el consentimiento prestado fué tan
Ubre, consciente y voluntario, como el derecho se requiere para crear una-
relación iurídica obligatoria entre las partes.

CONSIDERANDO; Que, debiendo de ser congruente la sentencia con 
las pretensiones oportunamente deducidas por las partes y dada la natura- 
ieza^rogada de la jurisdicción civil, no es posible estimar, poi no ^abei 
sido alegado, el error con vicio en el consentimiento como de modo ofiemso 
hace el Juez inferior en su sentencia, puesto que su resolución ha debido 
contraerse al examen y admisión o no, de las excepciones opuestas poi los
dem<i.ndadosCONSIDERANDO: Que habiendo incumplido el arrenda doria obhga- 
ción primera del artículo mil quinientos cincuenta y cuatro del Codigo 
civil es indudable que asista al arrendatario el derecho de pedir la resolu­
ción del contrato con el resarcimiento de daños y perjuicios como Piecep- 
túa el artículo mil ciento veinticuatro del mismo cuerpo legal; y de as 
pruebas practicadas en el pleito aparece demostrada, la existencia de los 
perjuicios cifrados en la cantidad de mil setecientas pesetas por los concep­
tos que el actor fija en su escrito de demanda y definitivamente lo hace en 
el hlcbo séptimo de-su escrito de conclusiones, paes todos ellos, son conse­
cuencia necesaria y derivación directa de la infracción de lo pactado.

CONSIDERANDO: Que basta ver las sentencias recaídas en una y otra 
instancia para no poder afirmar la existencia de temeridad procesal en 
ninguno de los litigantes, que haga necesaria declaración sobre costas.

NOTICIAS
En Valladolid ha tallecido don Fernando Aparicio, médico militar de

’’-"‘AcXSno's » rdoíoVirdistinguida familia de, toado y muy 

especial a su padre don Mario, secretario del Juzgado municipal de la 
Plaza, y a su hermano don Mario, secretario del de igual clase de Zamora, 
nuestros queridos amigos. __________________________________ ___

AVISO A LOS SUBSCRIPTORES
Empezamos a poner en circulación los giros que han de ser sa­

tisfechos en 1 o de junio, para pago de la anualidad comente y espe- 
ramorsean atendidos Aquellos, evitando los g^«sto%y molestias de 
las devoluciones. Las letras se han extendido por 19 35 pesetas, im 
porte de la subscripción, timbres y quebranto.
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GERMAN DE LA CERRA
Abogado

HOTEL BEAUSEJOIJR
PASEO DE GRACIA, 23, casi frente Estación 

Apeadero de Gracia - Teléfono 20745-46

Descuento del 10 por 100 a los portadores de este anuncio

Lujosas habitaciones - Grandes salones de 
reunión con toda clase de servicios 

Pensión desde ptas. 17,50. Cubierto, 5 ptas.

PENSION FRASCATI
CORTES, núm. 647 - Teléfono núm. 11642
De primer orden para familias distinguidas 
y extranjeros - Trato esmerado - Baños 

Ascensor
Pensión desde pesetas 12,50. Cubiertos, 3,50
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Procuradores Suscriptos a esta Revista
BILBAO

D. Benito Díaz Sarabia, Plaza Nueva, 11
»' José Pérez Salazar, Estación 5
» Eulogio Urrejola, Volantín, 3
» Isaías Vidarte, Víctor, 4
> Mariano Murga, Hurtado de Amézaga, 1'2

BURGOS
D- Alberto Aparicio, Benito Gutiérrez, 5 

» Máximo Nebreda y Ortega, Almirante
Bonifaz, 11

PLASENCIA (Cáceres) '
D. Erico Shaw de Lara

LEÓN
D Victorino Flórez, Gumersindo Azcárate, 4 

» Serafín Largo Gómez, Julio del Campo, 3 
Astorga.—D. Manuel Martínez 
LaBañeza.-D. Jerónimo Carnicero Cisneros 
Ponferrada.—D. José Almaraz Diez 
Sahagún. D. Antonio Sánchez Guaza 
Villafranca del Bierzo.-D. Augusto Martínez

MADRID
D. Regino Pérez de la Torre, San Bernardo, 63 

»’ Eduardo Morales, Fuen carral, 74 
> Mariano Martín Chico, Fuencarral, 72 
» Ignacio Corujo, Av. Conde Peñalver, 11

OVIEDO
D. Arturo Bernardo, Arguelles, 39 
j^viles,—D. José Díaz Alvarez

PALENCIA
D. Saturnino García García, Mayor, 198 

« EnriqueFrancoValdeolmíllo, D.Sancho, 5 
Cervera del Pisuerga.—D. Emilio Martín

» D. Enrique González Lázaro
Frechilla.—D. Aurelio Cano Gutiérrez

PALMA DE MALLORCA
D. Jaime Viñals

SALAMANCA
Peñaranda de Bracamente.-D. Gerardo Diez 

» D. Manuel Gómez González
» » Manuel Galán Sánchez 
s> » Germán Díaz Bruno

SAN SEBASTIÁN
D, Vicente Hernáez, Príncipe, 23

SANTANDER
D. José M. Mezquida, Via Cornelia, 4

7 
TAFALLA (Navarra)

D. Diosdado Domínguez de Vidaurreta
VALENCIA

D. Vicente Lahoz Salcedo, Conde de AU 
tea, 21,pral.

VALLADOLID
D. Julio González Llanos, Torrecilla, 22 

» Francisco López Ordóñez, P. Arces, 2 
» Asterio Giménez Barrero, Solanilla 
» Alberto González Ortega, Gamazo, 18 
» Lucio Recio Hiera, Plaza de S. Miguel, ñ- 
» Felino Ruiz del Barrio, L. Cano, 11 y 13 
» José Silvelo de Miguel, Platerías, 24 
» José M.®' Stampa y Ferrer, M.®’ Molina, 5 
» PedroVicente González, Montero Calvo, 52 
» Luis Calvo Salces, Muro, L R
» Anselmo Miguel Urbano, M,^ Molina, 16 
» Manuel Valls Herrera, Pasión, 26 
» Juan Samaniego, Duque de la Victoria, 16 
» Luís de la Plaza Recio. Pl. San Miguel, 5 
» Juan del Campo Di var,Fr. Luis de León, 20 
» Luis Barco Badaya, Esgueva, 11.

Medina del Campo.—D. Mariano García Rdz- 
» D. Julián López Sánchez
> » Fidel M. Tardágila

Nava del Rey.—D.Balbino Fernández Dmgz
» » Aquilino Burgos Lago 
» j> Juan Burgos Óruzado
» » Julio Fraile Carral

Olmedo.—D. Julián Sanz Cantalapiedra 
» » Luis García García

Tordesillas.—D, Pablo de la Cruz Garrido-

ZAMORA
Villalpaldo.—D. Marcial López Alonso
Toro.—D. Emilio Bedate

» » Eduardo Cerrato

José M.° Stampa Ferrer
PROCURADOR

María Molina, 5 - Valladolid - Teléfono 1.348-
IMPRENTA ALLÉN - Fray Luis de León, 2, (Pasaje de Gutiérrez - VALLADOLID)
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